
NEOLIBERALISMO Y DERECHO LABORAL  

 

Introducción 

El neoliberalismo y su impacto en el derecho al trabajo en calidades dignas han sido objeto 

de un acalorado debate en el contexto colombiano y en muchos otros países alrededor del 

mundo. Durante las últimas décadas, la adopción de políticas neoliberales ha tenido una 

influencia significativa en las relaciones laborales, llevando a cambios profundos en la 

legislación laboral y en la exégesis de las garantías laborales fundamentales. 

El neoliberalismo, como paradigma económico y político, promueve la reducción de la 

mediación del Estado en el patrimonio y la exaltación del libre mercado como motor del 

desarrollo económico. Esta ideología ha tenido un impacto directo en las transformaciones 

laborales, que en muchos casos han buscado ajustar el mercado laboral, reduciendo la 

protección de los trabajadores y fomentando la libertad contractual. 

El propósito de este estudio es examinar y reflexionar sobre el impacto del neoliberalismo en 

el derecho al trabajo en situaciones dignas en Colombia, a partir del análisis de la doctrina y 

la jurisprudencia del país. Para ello, se revisarán las políticas laborales implementadas en el 

contexto neoliberal y se evaluarán sus efectos en la estabilidad laboral, las indemnizaciones 

por despido, y la protección de los trabajadores más vulnerables. 

Asimismo, se examinará la función de la Corte Constitucional de Colombia como 

aseguradora de las garantías esenciales de los trabajadores y cómo ha interpretado y aplicado 

la legislación laboral en el contexto neoliberal. Se analizarán casos específicos relacionados 

con mujeres embarazadas, personas con discapacidad, empleados públicos y trabajadores 



oficiales, con el fin de identificar patrones y tendencias en el amparo de la permanencia 

laboral y los derechos laborales. 

El presente artículo también se propone identificar posibles contradicciones entre las 

políticas neoliberales y los principios del Estado social de derecho, que pretende promover 

la igualdad, la justicia social y la protección de las garantías sociales, incluido el derecho al 

trabajo digno. 

En última instancia, se pretende contribuir al debate sobre cómo conciliar las necesidades 

económicas y las políticas neoliberales con el amparo y fomento de las garantías laborales 

en Colombia. El artículo busca arrojar luz sobre la importancia de encontrar un equilibrio 

que garantice el desarrollo económico sostenible sin sacrificar los derechos fundamentales 

de los trabajadores, promoviendo así una sociedad más inclusiva y equitativa. 

Metodología 

Tipo de Investigación: 

La clase de investigación propuesto es una investigación cualitativa con un enfoque jurídico 

descriptivo. Este enfoque se centra en comprender en profundidad el fenómeno del 

neoliberalismo y el derecho al trabajo en contextos de dignidad: desde la doctrina y la 

jurisprudencia colombiana. 

De este modo, la indagación cualitativa se fundamenta en la recolección de información no 

numéricos, como entrevistas, casos de estudio, análisis de documentos y revisión de 

jurisprudencia. Este enfoque permite obtener una comprensión enriquecedora de los 

contextos, motivaciones y percepciones que rodean el neoliberalismo y el derecho al 

trabajo en condiciones dignas: desde la doctrina y la jurisprudencia colombiana. El 



propósito primordial de la investigación es describir y examinar el neoliberalismo y el 

derecho al trabajo en condiciones dignas: desde la doctrina y la jurisprudencia colombiana, 

examinando casos reales, jurisprudencia relevante y normativa aplicable.  

Por tanto, el alcance jurídico descriptivo implica que la investigación se concentra en la 

descripción y el análisis detallado de las normas legales, decisiones judiciales y documentos 

pertinentes relacionados con el neoliberalismo y el derecho al trabajo en condiciones dignas: 

desde la doctrina y la jurisprudencia colombiana Se busca examinar cómo se ha desarrollado 

el marco normativo en relación con este fenómeno, así como comprender cómo se aplican y 

interpretan estas normas en la práctica 

Método: 

La revisión de la literatura es un paso fundamental en la investigación sobre del 

neoliberalismo y el derecho al trabajo en condiciones dignas: desde la doctrina y la 

jurisprudencia colombiana. A través de esta revisión exhaustiva, se busca recopilar y analizar 

estudios, investigaciones previas, jurisprudencia, normativa y otros documentos relevantes 

relacionados con el tema. 

Resultados:  

1. Estado social de derecho o neoliberalismo  

1.1. El Estado Social de Derecho  

El enfoque asumido por el Estado Colombiano en el artículo inicial de la Constitución de 

1991 es el Estado de derecho democrático y social. Esta configuración es resultado de una 

modernización histórica de sus requisitos, especialmente en la promulgación del principio de 

igualdad y su consiguiente manifestación en las garantías sociales y económicas, así como 



en la prestación de los servicios públicos (Sentencia C-566, 1995). Por lo tanto, la 

Constitución de 1991, al incluir este conjunto de derechos, permite asegurar una calidad de 

vida adecuada para los individuos, basado en la noción de dignidad humana (Hincapié, 2009). 

Con esta breve presentación y con el propósito  de explorar este sistema de gobierno, 

procederemos a examinar sus precedentes, enfocándonos en sus distintas tipologías, 

incluyendo la del Estado benefactor, a través de un análisis que abarca desde el período 

posterior a la guerra hasta el presente del Estado actual. Después, nos concentraremos en su 

explicación, atributos fundamentales y su inclusión en la Carta Política  

de 1991 por parte de Colombia (Cerquera, 2018). 

1.1.1. Antecedentes Históricos  

Los acontecimientos que dan origen al Estado democrático y social de derecho se remontan 

a lo que ha sido conocido como el declive de la sociedad occidental. Esto se debe a la caída 

del modelo económico apoyado por el Estado liberal, el cual era capitalista, dirigido por la 

burguesía como su clase dominante y destacado por sus progresos en ciencia y sabiduría. 

(Isaza, 2011). 

En el siglo XIX y principios del XX, la teoría del Estado se basaba en la idea del ciudadano 

como individuo adulto, letrado, propietario y en su mayoría masculino, que gozaba de 

libertad frente al poder público. El Estado tenía como principal función resguardar a los 

individuos de venturas internas y externas mediante la policía, el ejército y la justicia. La 

burguesía, a su vez, reivindicaba los derechos de propiedad y libertad en beneficio propio. 

De este modo, el aparecimiento del capitalismo y la revolución industrial provocó la 

acumulación de fortuna en posesión de un reducido grupo de individuos, mientras que la 



fuerza de trabajo se mercantilizaba, aumentando la pobreza para aquellos que no poseían 

capital ni propiedad. 

Sin embargo, la crisis económica y social posterior a la Primera Guerra Mundial, junto con 

la expansión de ideas socialistas e igualitarias, impulsaron la transformación del Estado 

liberal en un intrincado sistema político-burocrático, conocido como el Estado de bienestar. 

Este nuevo modelo buscaba abordar las limitaciones naturales y sociales que impedían la 

verdadera libertad e igualdad del ser humano, promoviendo un sistema político en el que el 

Estado tuviera un papel activo en la dinámica social (Cerquera, 2018). 

La Gran Depresión profundizó la crisis, desencadenando la caída de la economía global de 

tipo capitalista. y afectando a la industria y el empleo. En este contexto de crisis estatal, se 

recogieron las metas del Estado de Derecho del siglo XIX, fusionadas con la noción de un 

Estado benefactor fundamentado en la voluntad del pueblo y la búsqueda de una equidad 

material básica para los ciudadanos, dieron origen al concepto del Estado de derecho social 

(Cerquera, 2018). 

1.1.2. Antecedentes Constitucionales  

El Estado Social de Derecho, enmarcado en la Doctrina del Estado y la Doctrina de la 

Constitución occidental, emerge tras la Segunda Guerra Mundial en las Cartas Magnas 

italiana, alemana y española con el propósito de estabilizar la democracia y abordar los 

problemas de marginación generados por la economía de libre mercado en comunidades 

industrializadas. 

Las primeras concepciones acerca del Estado de Derecho Social fueron presentadas por 

Robert von Mohl, quien resaltó la relevancia de asegurar las garantías económicas y sociales 



dentro del Estado. Luego, el pensador alemán Herman Héller elaboró el concepto del "Estado 

social de derecho" en la Constitución de Bonn de 1949, haciendo hincapié en su propósito de 

fomentar una auténtica igualdad social y salvaguardar derechos tales como el empleo, el 

alquiler, la seguridad social y la enseñanza. 

Así, España también adoptó este modelo de Estado en su Constitución de 1978, continuando 

una tradición de incluir aspectos sociales y económicos en las constituciones desde la 

posguerra (Sentencia C -1064, 2001). Estos cambios dieron lugar al constitucionalismo 

social, que se enfoca en proteger a individuos y grupos sociales a través de derechos y 

garantías incorporados en el derecho público. 

En ese contexto, se establecieron normas y principios de justicia para proteger a trabajadores, 

familias y otros grupos desfavorecidos. Las constituciones también respaldaron sistemas de 

cobertura social, prevención de riesgos y procedimientos de participación política, 

legitimando la acción estatal en beneficio de colectivos  menos favorecidos y promoviendo 

la inversión en el bienestar social como política pública de máxima importancia. (Isaza, 

2011). 

1.1.1. Definición y características del Estado social de derecho. 

Ahora bien, considerando que la descripción que mejor se adapta al concepto de Estado de 

derecho social es la del Profesor Uprimny, quien destaca que este modelo estatal surge como 

un producto complicado y, en ocasiones, opuesto, de tres prácticas diversas que simbolizan 

los distintos dispositivos filosóficos y las nociones fundamentales de esta forma de Estado. 



En primer lugar, Es un Estado libertario que incorpora las metas del Estado de derecho 

tradicional del siglo XIX. En esta doctrina, se resalta la regulación del Estado para 

restringirlo, mediante métodos como la separación de poderes y el escrutinio constitucional. 

En segundo término, es un Estado democrático que se fundamenta en la autoridad del pueblo, 

es decir, en la equidad de los individuos en la configuración de las instituciones y en el 

ejercicio de la libertad política. 

En tercer orden, es un Estado social  que se basa en la noción de que la facultad política debe 

garantizar una equidad material básica para los ciudadanos. En esta perspectiva, lo primordial 

es el impacto de las acciones gubernamentales, de modo que la democracia se concibe más 

como una consecuencia sustancial de ejercer la potestad, conduciendo a una innegable 

igualdad social lograda mediante la intervención del Estado (Uprimny R., Homenaje al 

maestro Darío Echandía, 1997). 

Considerando lo mencionado anteriormente, la noción del profesor Uprimny se puede 

sintetizar resaltando cinco conceptos fundamentales. El Estado de derecho social se distingue 

por ejercer una firme regulación estatal que impone límites a los poderes públicos. Además, 

se basa en la democracia y la soberanía popular para elegir a sus representantes, con el 

objetivo de asegurar una equidad material básica y fomentar la equidad social.  

Una enunciación agregada, proporcionada por el estudioso Martínez Caballero, destaca que 

el Estado democrático de derecho persigue el progreso de la naturaleza humana en la 

convivencia social, salvaguardando la integridad del individuo como un impulso de la 

autonomía mediante una estructura social congruente con estos propósitos. Es un deber 

comunitario que conlleva la ampliación de la equidad y la autonomía como labores 



primordiales del Estado. No es un patrón invariable, sino uno en evolución constante 

(Caballero, 1997). 

En la actualidad, la aplicación del Estado social de derecho engloba valores como la dignidad 

humana, el libre desarrollo de la personalidad, el derecho a la vida y la integridad personal, 

la igualdad, la prohibición de discriminación, la salvaguarda al matrimonio y la familia, el 

derecho a la vivienda, la educación, la propiedad social, un ambiente sano y el acceso a la 

cultura. 

En consecuencia, Las cualidades distintivas de un Estado basado en el derecho social son: 

- Dignidad humana. 

- Igualdad material. 

- Libertad. 

- Control estatal con límites. 

- Soberanía popular mediante la democracia. 

Adicionalmente, (Posteriormente del neoliberalismo, 2000), otros compendios del Estado 

social de derecho son (Cerquera, 2018): 

- Enfatizar la población y las garantías sociales. 

- Una conducta equitativa del ciudadano en relación con el Estado. 

Estos principios constituyen los fundamentos estructurales que la Corte Constitucional 

emplea como referencia en sus fallos judiciales para orientar las políticas del Estado basado 

en el derecho social, conforme a lo estipulado en la Constitución de 1991. 



• Dignidad Humana: se refiere al respeto incondicional que merece cada persona, sin 

importar sus características o habilidades específicas. Es considerada como un valor 

supremo, ya que no tiene precio ni equivalencia. En el Estado social de derecho, la 

dignidad humana es de suma importancia, ya que busca asegurar que sea respetada 

en todas las calidades de la vida para garantizar el total progreso en la sociedad. Según 

la Corte Constitucional, la acción del Estado debe enfocarse en garantizar condiciones 

de vida dignas para los ciudadanos, lo que implica que el Estado debe intervenir para 

combatir disparidades sociales presentes y brindar posibilidades para fomentar 

habilidades y superar obstáculos sustanciales (Sentencia SU-747, 1998). 

• Igualdad Material: Se trata de la igualdad concreta y efectiva, es decir, eliminar o 

reducir las situaciones de desigualdad y exclusión de individuos o colectivos para 

alcanzar niveles de vida básicos en consonancia con la dignidad humana. Esto dará 

lugar a una justicia equitativa y una igualdad social. Por este motivo, el Estado basado 

en el derecho social tiene la responsabilidad de contrarrestar las desigualdades 

sociales proporcionando alternativas requeridas para cultivar capacidades y 

contrarrestar las dificultades materiales (Sentencia C-044, 2004). 

Además, el Estado basado en el derecho social aspira a fomentar la integración y la 

colaboración de todos sus miembros, asegurando el pleno disfrute de sus derechos 

esenciales, especialmente aquellos que se hallan en circunstancias desfavorables. De 

esta forma, se persigue alcanzar la equidad social (Sentencia C -1064, 2001). 

• Libertad: Es un privilegio intrínseco que constituye una parte esencial del ser humano 

y de su habilidad para tomar elecciones de forma independiente y sin coacción en sus 

manifestaciones personales. En este contexto, la autonomía abarca el pensamiento, la 



toma de decisiones y la manifestación de ideas, resultado de un proceso razonado y 

fundamentado que no cause perjuicio a otros individuos, es decir, una regulación 

propia a nivel personal (Pérez, 2012). 

Por consiguiente, la autonomía se convierte en uno de los cimientos del Estado basado 

en el derecho social, puesto que, siguiendo la teoría de Locke, es un principio supremo 

que se ubica por encima de cualquier otro derecho. En esta perspectiva, Locke 

sostiene que no es legítimo renunciar a las libertades individuales para conceder 

mayor poder al Estado, dado que este debe estar siempre restringido (Locke, 1976). 

• Control estatal con límites al poder político: Cada una de las facetas del gobierno está 

sujeta a limitaciones establecidas por el principio de separación de poderes, con el fin 

de evitar que alguno de los órganos estatales exceda sus funciones y acabe ejerciendo 

un control absoluto del poder gubernamental. Por tanto, el propósito de este sistema 

es que los poderes públicos se supervisen mutuamente para que el poder se contenga 

a sí mismo. 

• Soberanía Popular y democracia: La idea detrás de la soberanía popular es ampliar al 

máximo los espacios de participación democrática del pueblo en la toma de 

decisiones que tengan un impacto tanto a nivel nacional como regional y local, así 

como en el control del ejercicio del poder público por parte de los gobernantes. El 

Estado social de derecho se caracteriza por los derechos de participación de todos los 

ciudadanos en las decisiones que los afectan y en la vida económica, política, 

administrativa y cultural de la nación. Estos derechos se resumen en el principio 

democrático, el cual permite involucrar a la comunidad en la gestión del Estado y de 

las diversas instancias de poder (Sentencia C-566, 1995). 



• Enfatizar la comunidad y Primacía del Bien Común: El planteamiento del Estado 

basado en el derecho social admite e incorpora en su marco legal, a partir de la 

Constitución misma, tanto los derechos colectivos y sociales como los derechos 

políticos y civiles tradicionales. Con el objetivo de asegurar el respeto de estos 

derechos, el Estado debe asegurar la primacía del bien común y la existencia de un 

orden equitativo mediante un proceso legal adecuado. 

• Inscripción de Derechos Sociales: La particularidad primordial de los derechos 

sociales reside en su propósito de garantizar beneficios proporcionados por el Estado, 

como el derecho a la seguridad social, educación, salud, entre otros. 

•  Conducta social justa del sujeto de cara al Estado: Las garantías y obligaciones entre 

el Estado y sus ciudadanos son mutuos. Por ende, el Estado deberá asegurar la 

aplicabilidad de las garantías  sociales a las personas asociadas a él; y ellos, de esta 

manera, deberán cumplir con las responsabilidades establecidas en la ley para 

promover un comportamiento social justo (Cerquera, 2018). 

En vista de lo expuesto, es evidente,  que cualquier Estado basado en el derecho social debe 

acomodarse a las tipologías mencionadas, por lo tanto, tiene la obligación de aplicarlas 

mediante las medidas  gubernamentales concebidas y desarrolladas por el poder legislativo, 

realizadas por la administración y supervisadas por el tribunal. Esta es precisamente la 

esencia de un Estado social de derecho efectivo: la realización de sus principios mediante la 

activa participación de las diversas ramas del poder público, convirtiéndose así en el marco 

general según el cual el Estado colombiano debe presidir desde la promulgación de la Carta 

de 1991  (Cerquera, 2018). 

1.1.2. El Estado Social de Derecho en la Constitución de 1991 



Por la relevancia de los principios básicos que comprenden el concepto de Estado basado en 

el derecho social y el equilibrado enfoque entre la autonomía, la equidad y el fortalecimiento 

de los derechos sociales de las personas, en Colombia, el experto Darío Echandía presenta 

este enfoque, que se concreta en 1991 mediante un nuevo acuerdo político y social que, por 

primera vez en la historia, incorpora a grupos étnicos, religiosos y políticos minoritarios que 

históricamente han sido marginados de las principales determinaciones políticas (Villar, 

2000). Dentro del Estado basado en el derecho social, el gobierno adquiere la obligación de 

asegurar niveles esenciales de derechos para todos los ciudadanos, busca soluciones 

concretas para garantizar su cumplimiento efectivo y busca alcanzar la justicia sustancial 

(Hierro, 1996). 

El primer artículo de la Constitución de 1991 declara que Colombia es un Estado basado en 

el derecho social, estructurado como un Estado  unitario, descentralizado, democrático, 

participativo y pluralista, fundamentado en el acatamiento a la dignidad humana, el labor y 

el apoyo de sus integrantes, y en la primacía del bien común. Estos principios fundamentales 

son los cimientos del Estado colombiano. 

Sin embargo, no todos los términos que definen el Estado social de derecho en Colombia 

están comprendidos en las características generales señaladas previamente, lo que implica la 

necesidad de elucidar los fundamentos de fraternidad y labor. 

En relación con el principio de fraternidad, la Corte Constitucional lo ha descrito como una 

obligación que recae sobre toda persona debido simplemente a su pertenencia a la 

comunidad. Esta obligación se basa en aportar mediante esfuerzo y actividad propios en pro 

del bienestar o apoyo a otros miembros o intereses comunes. La fraternidad desecha la noción 

paternalista que genera una dependencia absoluta de las personas y la sociedad hacia el 



Estado, y en cambio, involucra a los individuos en la realización de una empresa colectiva 

con objetivos compartidos, sin descartar el papel desempeñado por las autoridades y 

organismos gubernamentales (Sentencia T-550, 1994). 

De acuerdo con lo anterior, la solidaridad se considera una obligación  de los individuos que 

forman parte del Estado, para brindar apoyo mutuo a otros ciudadanos que en muchas 

ocasiones enfrentan desigualdades y dificultades para alcanzar sus propios objetivos 

particulares. 

1.1.3. El Trabajo en el Estado social de derecho 

El trabajo es una garantía esencial con múltiples manifestaciones dentro del régimen 

constitucional en vigor, puesto que no,  solo es una fuente de recursos para satisfacer 

necesidades básicas, sino también una obligación social que permite la integración de la 

persona a la colectividad, contribuyendo al desarrollo de la comunidad más representativa y 

democrática (Sentencia C-1064, 2001). 

El valor del trabajo en la sociedad es fundamental, ya que sustenta la organización productiva 

y se asocia con procesos sociales como la fabricación, comercialización y dispendio de bienes 

y servicios (Merton, 2002). En este sentido, la Constitución de 1991 otorga al trabajo una 

perspectiva principal en la estructura política, económica y social del Estado, lo cual implica 

que todo el régimen sistemático debe introducirlo como una garantía, obligación y propósito 

del Estado social de derecho  (Sentencia T-547, 1992). 

En este sentido, el derecho al trabajo está protegido como una garantía esencial en el artículo 

25 de la Constitución, que establece que cada individuo posee el derecho al empleo en 

circunstancias que sean adecuadas y equitativas. Este derecho se considera desde una 



perspectiva social, no solo económica, y está vinculado con otros derechos constitucionales 

como la dignidad, la igualdad, el libre desarrollo de la personalidad y el mínimo vital 

(Universidad Externado de Colombia, 2011). 

De este modo, la Constitución reconoce que la garantía al trabajo es una declaración de la 

libertad humana y se fundamenta en la dignidad de la persona. Su consagración y protección 

constitucional han sido el resultado de largas disputas políticas y sociales en busca de la 

libertad del individuo (Sentencia T-446, 1992). Además, el derecho al trabajo no solo se 

limita al trabajo subordinado, sino que también incluye el trabajo independiente y libre, como 

una expresión esencial del derecho (Sentencia T-475, 1992). 

Así, es importante destacar que, aunque la Constitución resalta la importancia del derecho al 

trabajo, el Estado no está obligado a proveer empleo a todas las personas, sino a otorgarlo de 

acuerdo con la virtud y las aptitudes del solicitante (Sentencia T-533, 1992). 

Por tanto,  el derecho al trabajo es un pilar fundamental dentro del modelo de Estado social 

de derecho en Colombia, ya que garantiza la dignidad humana, potencia la autonomía, la 

equidad social y la implicación ciudadana. Estos derechos han sido reconocidos por 

Colombia en acuerdos y pactos globales, y confirmados por la legislación nacional, 

enfatizando su importancia en la forja de una comunidad más ecuánime e imparcial.. 

1.1.4. La legislación internacional del trabajo 

El impacto de la globalización y la restricción de las economías ha resultado en una normativa 

firme con extensa salvaguardia del derecho al empleo, con el objetivo de prevenir su 

degradación gradual y asegurar principios esenciales como la seguridad laboral. 



En Colombia, la aprobación de la Constitución de 1991 supuso un progreso sin igual en el 

ámbito laboral. Los tratados internacionales de trabajo, debidamente ratificados por el 

Congreso de la República, adquieren fuerza obligatoria en el ámbito nacional según lo 

establece el artículo 53 de la Constitución. Esto significa que dichos tratados se aplican de 

manera directa, y la propia Constitución los sitúa en una posición de preeminencia en el 

ámbito interno, al ser dispositivos que registran garantías humanas.  

Siguiendo la misma línea, el artículo 93 de la Constitución establece que los pactos y 

acuerdos internacionales que reconocen derechos humanos y prohíben su restricción durante 

situaciones excepcionales tienen supremacía en el ámbito nacional. Los pactos y acuerdos 

supranacionales relacionados con el trabajo son distinguidos en esta investigación, ya que 

buscan proteger los derechos laborales del trabajador de cara a posibles arbitrariedades del 

empleador, quien ostenta una posición dominante en la relación laboral. 

En consecuencia, los Estados que suscriben estos convenios deben efectuar medidas en su 

régimen interno para avalar todas las garantías derivadas de estas relaciones laborales, lo cual 

adquiere gran relevancia para el estudio e investigación en esta materia (Cerquera, 2018). 

finalmente, es relevante destacar que los acuerdos supranacionales del trabajo revalidados 

por Colombia fueron incorporados al orden interno mediante la disposición expresa del inciso 

cuarto del artículo 53 de la Constitución. En términos generales, esto implica que tales 

convenios logran la naturaleza de cánones legales obligatorios en la legislación interna 

simplemente por haber sino revalidadas, sin necesidad de promulgar legislaciones 

adicionales para incorporar su contenido particular en el sistema legal del país o para 

expandirlo (Sentencia C 401, 2005). 



1.2. El principio de estabilidad laboral en Colombia. 

1.2.1. Los derechos sociales en la Constitución de 1991 y los principios mínimos 

fundamentales (Art. 53 C.N.) 

De manera precisa, la expresión "derechos sociales" alude a los derechos relacionados con el 

Estado de Bienestar, los cuales involucran una responsabilidad activa estatal, de proporcionar 

servicios o subsidios económicos, como educación, vivienda y salud. No obstante, también 

puede incluir otros derechos, como los derechos sociales laborales, que son esenciales para 

pedir las garantías  sociales del Estado social. 

En el contexto particular de Colombia, el Estado Social de Derecho, consagrado en la 

Constitución de 1991, se centra en una distribución imparcial de derechos, responsabilidades 

y ventajas (también llamada justicia redistributiva). La meta es asegurar que aquellos que se 

encuentran en una situación desfavorable y, por consiguiente, "menos igualitarios", tengan 

iguales oportunidades para ejercer sus capacidades fundamentales en todas las esferas y 

lograr un desarrollo pleno de su libertad (Ruiz & Martinez, 2002). 

Desde la promulgación de la Constitución de 1991, los Derechos Económicos, Sociales y 

Culturales se erigen como pilares esenciales en la vida de las personas, ya que están 

vinculados al establecimiento de condiciones fundamentales para la dignidad humana, como 

el acceso a un nivel de vida adecuado. Los derechos laborales y sociales desempeñan un 

papel vital en el logro de estos propósitos. 

El artículo 53 constitucional,  instauró un conjunto de principios esenciales y básicos 

relacionados con el trabajo, los cuales surgieron de las batallas sociales y sindicales que han 

tenido lugar desde 1900 para establecer los derechos laborales y sociales. Estos principios 



han sido altamente apreciados por la jurisprudencia constitucional dentro del marco del 

Estado Social de Derecho. 

Dentro de los principios enunciados en el Artículo 53, se aseguran la equidad de 

oportunidades para los empleados, el salario mínimo adecuado y ajustable según la cantidad 

y calidad del trabajo, la seguridad en el empleo y la imposibilidad de renunciar a los 

beneficios laborales mínimos establecidos por la legislación, entre otros. Uno de los 

principios relevantes para la investigación en curso es el de estabilidad laboral. 

En conclusión, el principio de estabilidad laboral es considerado tanto un derecho social, al 

formar parte de las garantías sociales, económicas y culturales de la Constitución, como un 

principio mínimo fundamental del derecho al trabajo según el Art. 53 de la Carta Magna 

(Cerquera, 2018). 

1.2.2. El Principio de Estabilidad en el empleo. 

A través del transcurso de la historia de las interacciones laborales, la estabilidad en el empleo 

ha sido una de las grandes metas buscadas por los trabajadores. Diversas normas en nuestro 

sistema legal han otorgado a ciertos trabajadores, debido a sus circunstancias particulares, el 

privilegio de contar con la tan ambicionada fijeza incondicional, la cual, según Cabanellas 

de la Torre, establece un vínculo sólido entre el trabajador y la empresa, permitiendo que solo 

pueda ser despedido por causa justa (Cabanellas, 1964). 

No obstante, la sociedad contemporánea ha experimentado numerosas transformaciones en 

distintos campos, como la educación, la salud, la vivienda y el empleo, entre otros. Procesos 

como la globalización, el neoliberalismo y, especialmente, las políticas de flexibilización 

laboral han ocasionado un temor generalizado en las personas acerca de perder sus empleos, 



dado que en muchos casos su sostén cotidiano y el de sus familiares depende del salario 

obtenido (Cerquera, 2018). 

1.2.3. Antecedentes Constitucionales 

La Carta de 1886 no incluía expresamente la fijeza laboral, limitándose únicamente a 

establecer la defensa específica del empleo. Conforme con esta premisa, se desarrolló toda 

la estructura de protección que inculcó la actual normatividad laboral constitucional (Vergara, 

Sanchez, & Jassir, 2009). 

No obstante, la Constitución de 1991 consagró en su art.  53 la fijeza en el empleo como uno 

de los principios mínimos fundamentales, compone los derechos sociales laborales y 

gozando, por tanto, de salvaguarda tanto constitucional como legal. Sin embargo, en las 

últimas tres décadas, este concepto ha perdido relevancia debido al impacto de la 

desregulación económica. En su lugar, se han vuelto prominentes los acuerdos denominados 

"no convencionales", reconocidos por su breve extensión y términos menos favorables en 

comparación con los contratos de plazo indefinido. Como resultado, ha surgido el fenómeno 

conocido como "precarización" del empleo, caracterizado por la incertidumbre en cuanto a 

la continuidad de la correlación laboral es una de sus principales características (Colegio de 

Abogados del Trabajo, 2013). 

Este cambio se relaciona con modificar las políticas neoliberales presentadas en el Consenso 

de Washington, junto con las transformaciones laborales que buscaban incrementar la 

flexibilidad, con el objetivo de favorecer a los empleadores y, en consecuencia, reducir los 

derechos laborales y sociales de los trabajadores. Estas medidas se justificaron bajo la 



premisa de estimular un mayor incremento económico, atraer inversiones internacionales y 

disminuir la tasa de desempleo en la nación (Vergara, Sánchez, & Jassir, 2009). 

 

1.2.4. Concepto 

Según Reescribiendo el texto con sinónimos: 

 

En la jurisprudencia constitucional, la protección laboral representa una expresión del 

principio de certeza, dado que el empleo representa no solo una fuente esencial de 

subsistencia, sino también una expresión del pleno desarrollo de la identidad individual. En 

este contexto, el tribunal ha indicado que es crucial garantizar una seguridad básica en el 

trabajo, lo cual no implica que el empleado sea inmutable de manera absoluta, ya que siempre 

se tendrán en cuenta las razones justas para terminar con la relación laboral (Sentencia C-

023, 1994). 

La Corte Constitucional también ha afirmado que la continuidad laboral representa un 

genuino derecho legal de protección contra la terminación del contrato, lo que evidencia que 

los temas laborales no se regulan solamente por el principio de libertad contractual, ya que 

otros principios constitucionales, como la dignidad del trabajador y la búsqueda de una mayor 

equidad entre empleador y empleado, están implicados (Sentencia C-034, 2003). 

La doctrina ha indicado que el principio de seguridad en el empleo conlleva que la correlación 

laboral debe tener una tendencia a perdurar en el tiempo para el trabajador, ofreciéndole un 

nivel básico de certeza en la prolongación de su fuente de ingresos para cubrir sus 

requerimientos particulares y de sus familias (Cerquera, 2018). 



Gómez y Peralta (2008),  señalan que el principio de fijeza laboral  garantiza que el empleado 

persista en su empleo, y su objetivo es que las relaciones laborales sean principalmente de 

tiempo indefinido, considerando que los contratos a plazo determinado deben ser la 

excepción. Así, en casos de duda sobre la continuidad y duración del contrato, se considerará 

que la correlación  laboral fue concebida por un término indeterminado (Cerquera, 2018). 

1.2.5. Tipología Contractual 

El acuerdo laboral de duración indefinida es la modalidad contractual que más respalda el 

principio de continuidad en el empleo. No obstante, de acuerdo con lo establecido en el 

Código Sustantivo del Trabajo de Colombia, los contratos laborales pueden ser categorizados 

en términos de su duración de la siguiente forma: 

1. Contrato a término indefinido: Esta clase de acuerdo no tiene una temporalidad 

determinada y se mantendrá en vigencia mientras persistan las razones que lo iniciaron y la 

naturaleza de las labores. 

2. Contrato a término fijo: Según lo establecido en el artículo 46 del Código Sustantivo del 

Trabajo (modificado por el artículo 3 de la ley 50 de 1990), el contrato laboral de duración 

determinada debe siempre constar por escrito y su plazo no puede exceder de tres años, pero 

es susceptible de ser renovado de manera continua. 

3. Contrato por duración de la obra o labor contratada: Esta clase de relación esta vinculada 

con el término de duración de la actividad o labor específica. 

4. Contrato para labores temporales: Este contrato se usa para adelantar labores esporádicas. 

Previo a eso, el Decreto 2351 de 1965 había limitado la opción de celebrar acuerdos de 

duración específica menores a un año, con el objetivo de garantizar el principio de estabilidad 



laboral. En consecuencia, no existía completa libertad para establecer plazos fijos inferiores 

a ese plazo como modo contractual. 

Sin embargo, desde la entrada en vigencia de la ley 50 de 1990, se autorizó que el empleador 

y el trabajador pudieran acordar un término de la relación laboral, un plazo no menos de un 

año, con la sola restricción de que este período podría ser renovado en tres ocasiones., 

llegando a un máximo de un año de duración (Cerquera, 2018). 

1.2.6. Régimen de amparo laboral  en Colombia 

En Colombia, la salvaguarda del principio de permanencia en el empleo ha disminuido 

progresivamente a lo largo del tiempo debido a diferentes reformas laborales. En el pasado, 

existía la probabilidad de despedir a un empleado sin causa justa, pero se establecían 

indemnizaciones tasadas por el legislador para resarcir los perjuicios causados por el despido. 

La doctrina laboral clasifica la estabilidad en términos de sus consecuencias (Cerquera, 

2018):    

- Estabilidad absoluta: El despido injustificado no tiene efecto y el trabajador debe ser 

reintegrado. 

- Estabilidad relativa: Se protege contra el despido injustificado, pero no siempre se asegura 

el reintegro. 

En Colombia, se ha adoptado un modelo de estabilidad relativa impropia, donde los 

trabajadores despedidos no pueden recurrir a instancias judiciales para ser reintegrados, salvo 

en casos excepcionales como el fuero laboral. En cambio, se estableció un sistema de 

indemnización tarifada que ha ido disminuyendo con cada transformación a la normatividad 

del trabajo. 



Por ejemplo, en el pasado, el Decreto 2351 de 1965 establecía indemnizaciones según la 

duración del contrato. Luego, con la ley 50 de 1990, se aumentaron los días de 

indemnización, pero se eliminó la posibilidad de reintegro por medio de demanda. 

Finalmente, la ley 789 de 2002 cambió el sistema a indemnizaciones en salarios mínimos, 

reduciendo aún más la protección al trabajador. 

En resumen, actualmente, en Colombia, la estabilidad en el empleo no se protege 

adecuadamente, ya que los empleadores pueden despedir a los trabajadores sin justa causa y 

pagar indemnizaciones bajas por años de servicio. Además, la posibilidad de reintegro laboral 

se ha restringido significativamente, afectando a la mayoría de los trabajadores (Cerquera, 

2018). 

1.2.7. La Estabilidad Laboral Reforzada en la Jurisprudencia Constitucional 

En Colombia, únicamente un segmento específico de empleados disfruta del privilegio de 

permanencia incondicional, que corresponde a los casos de protección laboral reforzada 

debido al deber de solidaridad que el empleador tiene hacia los trabajadores sujetos a una 

salvaguardia especial establecida por la Constitución. Según la Corte Constitucional, esta es 

una forma de concretar el Estado Social de Derecho, lo cual implica ciertas 

responsabilidades, principalmente a cargo del Estado y, en algunos escenarios, de 

particulares, para contribuir al ejercicio de los derechos y mejorar progresivamente las 

condiciones  de vida de las secciones más desfavorecidas (Sentencia T-711, 2011). 

Por tanto, excepcionalmente, la Corte Constitucional ha reconocido un nivel más alto de 

estabilidad laboral en casos donde el trabajador se encuentra bajo una protección especial 

constitucional. En este grupo, se incluyen mujeres embarazadas, trabajadores sindicalizados, 



empleados con discapacidades o restricciones físicas o sensoriales, y en general, cualquier 

persona en un estado de debilidad declarada o indefensión debido a problemas físicos o 

sensoriales que afecten su salud y dificulten su desempeño laboral en condiciones regulares. 

Para estos, la terminación de la relación de trabajo, conlleva un perjuicio  tan significativo de 

sus garantías esenciales que no pueden  ser compensada incluso con una compensación. 

En estas situaciones, el término del contrato laboral se cataloga como arbitrario, es decir, 

cuando la determinación del empleador constituye una acción ilegal, debido a la situación 

especialmente protegida del trabajador. La Corte Constitucional ha establecido subreglas que 

confirman la permanencia laboral fortalecida, y que entre estos derechos se encuentran el de 

mantener el empleo, no ser despedido debido a la vulnerabilidad, conservar el trabajo 

mientras sea requerido y siempre que no exista una razón objetiva para el despido, y obtener 

la aprobación previa de la autoridad laboral competente para la terminación del contrato, 

asegurándose de que no esté vinculada a la vulnerabilidad del trabajador. En caso de no 

justificarse adecuadamente la causa, el despido será considerado inefectivo, y se procederá 

con la restitución del empleado. 

Es necesario mencionar de forma generalizada el colectivo de empleados que disfrutan de 

una permanencia laboral fortalecida, de acuerdo con la legislación constitucional: 

1. Mujeres embarazadas: En aras de los artículos 13, 43 y 53 de la Constitución, así como los 

artículos 241 y 239 del Código Sustantivo del Trabajo. 

2. Trabajadores con discapacidades o restricciones físicas, sensoriales o psicológicas: 

Amparados por la ley 361 de 1997, en los artículos 5 y 26. 



3. Trabajadores con fuero sindical: Protegidos por el arts. 38 y 39 constitucional, así como 

los arts 405 y 354 del Código Sustantivo del Trabajo, en relación con comportamientos que 

vayan en contravía a la garantía de asociarse.  

4. Retén Social: Establecido en la Ley 790 de 2002, que rige el plan de modernización 

administrativa del Estado y salvaguarda a madres y padres líderes de hogar, personas con 

discapacidad y aquellos próximos a obtener su pensión (Cerquera, 2018). 

1.3. Las políticas neoliberales y su contraposición con el Estado social de derecho. 

1.3.1. Generalidades 

Hasta mediados de la década de los años sesenta, la noción predominante era la del resguardo 

y la intervención gubernamental, que se expresaba mediante el enfoque de sustitución de 

importaciones y una ampliación de servicios sociales provistos por el Estado. No obstante, 

las expectativas generadas por los progresos en derechos sociales del siglo XX se vieron 

obstaculizadas para alcanzar su plena ejecución debido a las políticas y el cambio de enfoque 

hacia el modelo económico neoliberal. Las crisis afectaron tanto a las compañías privativas 

como a las naciones, lo que llevó a considerar la necesidad de encontrar enfoques globales 

para abordar los sucesos sociales (Colegio de Abogados del Trabajo, 2013). 

A partir del último cuarto del siglo XX, el elemento concluyente que provocó una 

transformación en la óptica económica fue la globalización. En este contexto, las fronteras 

geográficas entre países comenzaron a desvanecerse, dando lugar a la creación de bloques 

económicos regionales con el objetivo de mejorar la economía. Al mismo tiempo, las 

empresas multinacionales comenzaron a reubicar su producción en diferentes países, lo que 



causó el desplazamiento de la población hacia países que brindaban mayores posibilidades 

de trabajo y una mejora en las condiciones de vida (Herazo, 2010). 

Además, otro ingrediente relevante fue la sublevación de la tecnología, que permitió una 

extensa elaboración elástica y variada, además de proporcionar nuevas formas de fuerza 

laboral, como pequeños dispositivos de fabricación en torno a una compañía  central y un 

acrecentamiento de la labor  intelectual en comparación con el trabajo manual (Herazo, 

2010). 

Aunado a ello, la reducción de las ventas causada por el desempleo, lo que generó graves 

trastornos a la economía estadounidense, dos eventos transformaron la ordenación política 

global en los años 1980. El primero de ellos fue la imperioso derrota del bloque oriental 

comunista al final de la Guerra Fría y, el segundo, la metamorfosis gradual hacia la 

democracia en América Latina, después de varios  años en los que las potestades de facto 

estuvieron respaldados por los Estados Unidos en el transcurso de la Guerra Fría. (Carvalho, 

2000). 

Todos estos sucesos fomentaron la consolidación de un acuerdo predominante promovido 

por las élites internacionales y expandido hacia las regiones externas: el neoliberalismo, cuya 

estructura económica se plasmó en el Consentimiento de Washington (Boaventura de Sousa, 

2001). 

Es importante señalar que la aplicación de este acuerdo mundial llevó a una reestructuración 

económica, también conocida como reconvención industrial o adaptación laboral, que se 

manifestó de manera global. Estas políticas incorporaron conceptos que impactaron 

intensamente en la normativa laboral, como la exigencia de reducir la salvaguarda laboral de 



los empleados, flexibilizar los contratos laborales, debilitar la estabilidad laboral y disminuir 

las prestaciones sociales. En consecuencia, se buscaba acercar los instrumentos laborales a 

los mismos de la normatividad  civil y comercial, en los cuales predominaba la idea total 

independencia de la libre determinación de los intervinientes (Colegio de Abogados del 

Trabajo, 2013). 

1.3.2. El neoliberalismo. 

El neoliberalismo se fundamenta en la creencia de que el mercado es el principal dispositivo  

y el más eficiente para asignar recursos y satisfacer necesidades. Se considera que el mercado 

es un mecanismo autorregulador que conduce al bienestar social óptimo y, por lo tanto, se 

percibe como superior intrínsecamente (Ezcurra, 2000). 

Además, el neoliberalismo se convierte en una táctica imperiosa de la superioridad mesurada 

para conservar la autoridad y la sumisión capitalista, utilizando mecanismos sutiles en lugar 

de la coerción extrema. Se exhibe como una disertación sólido y bien cimentado desde el 

punto de vista epistemológico (Mora, 2014). 

Para Estrada, el neoliberalismo es principalmente una doctrina de enfoques político-

económicos que afirma que fomentar el bienestar humano implica no limitar el crecimiento 

libre de las habilidades y libertades empresariales del individuo dentro de un contexto 

institucional marcado por una sólida defensa de la propiedad privada, mercados desregulados 

y libertad comercial. La función del Estado es establecer y mantener el entorno institucional 

adecuado para estas dinámicas (Estrada, 2010). 

Entre las particularidades clave del neoliberalismo se encuentran el énfasis en la  economía 

de libre competencia, la disminución del gasto público en servicios sociales, la eliminación 



de regulaciones, la privatización y la reducción de la idea de bien común o sociedad. Se 

sostiene que una regulación económica excesiva desalienta la libre circulación de bienes y 

capital, elementos necesarios para estimular la dinámica de economía de libre competencia.  

No obstante, es importante destacar que la doctrina neoliberal moderna es la conducencia de 

un resumen  ecléctico de diferentes orientaciones de teoría mercantil que han surgido en 

instantes históricos disímiles (Estrada, 2004). Entre estos enfoques se encuentran el 

liberalismo económico de Adam Smith, las contribuciones del neoliberalismo austro-alemán, 

la Escuela de Friburgo y los pensamientos de la Escuela de Chicago. 

Ahora bien, las teorías filosóficas económicas incluyen varias corrientes, entre ellas el 

liberalismo económico de Adam Smith, que promueve el libre mercado como el mejor medio 

para el progreso individual y considera al Estado como un árbitro de la actividad económica. 

También se destaca el neoliberalismo austro-alemán y de la Escuela de Friburgo, que surge 

como reacción a las economías planificadas y fascistas, defendiendo la libertad económica 

como base de la libertad política, rechazando el colectivismo y las políticas sociales del 

Estado benefactor. Por su parte, la Escuela de Chicago y el neoliberalismo monetarista de 

Milton Friedman enfatizan la libertad económica y la limitación del Estado, abogando por la 

liberalización, la vigilancia de la inflación y un papel mínimo del Estado en la economía. 

Asimismo, las teorías neoliberales contemporáneas incluyen el enfoque de David Harvey, 

que destaca el libre progreso de las condiciones empresariales del sujeto, con el Estado 

garantizando el marco institucional. Además, el neoinstitucionalismo propone instituciones 

adecuadas para el funcionamiento del mercado y critica el constitucionalismo social por 

considerarlo un obstáculo al desarrollo económico. 



Sin embargo, estas teorías chocan con la clase de Estado social de derecho, ya que priorizan 

la propiedad privada, el individualismo y el mercado antes que la colectividad y los derechos 

sociales. Es cierto que el Estado social de derecho posee insuficiencias, pero el desmonte 

radical propuesto por el neoliberalismo puede llevar a la erosión de los derechos sociales 

laborales (Cerquera, 2018). 

1.3.3. Las medidas de enfoque neoliberal del Aceurdo de Washington y su 

implementación en el Estado de Colombia. 

Las estrategias de corte neoliberal han sido vinculadas con lo conocido como el "Consenso 

de Washington", el cual se identifica como un marco político de alcance internacional. 

Asimismo, se puede concebir como una amalgama de iniciativas políticas neoliberales y 

experiencias de políticas de ajuste estructural que las naciones en desarrollo debían adoptar 

para alcanzar avances en el contexto global (Estrada, 2004). De acuerdo con Judt, esta línea 

de pensamiento de Washington fue ampliamente acogida en todos los rincones como una voz 

unánime de defensores ideológicos, desde los beneficiarios del próspero "milagro irlandés" 

hasta los apasionados doctrinarios capitalistas de la antigua Europa comunista. Inclusive los 

ciudadanos de Europa de mayor edad fueron llevados por esta corriente (Judt, 2010). 

De este modo, los puntos fundamentales del consenso pueden ser resumidos de la 

subsiguiente forma: responsabilidad fiscal, modificaciones en las asignaciones 

presupuestarias, cambios tributarios orientados a buscar amplias fuentes de ingresos y tasas 

impositivas moderadas, apertura del sector financiero, especialmente en relación con las tasas 

de interés, búsqueda y mantenimiento de la estabilidad de precios y tipos de cambio 

competitivos, liberalización del comercio, acogida a la inversión extranjera directa y 



transferencia de activos a manos privadas, eliminación de regulaciones y garantía de los 

derechos de propiedad (Williamson, 1990). 

No obstante, frente a la creciente evidencia de los resultados perjudiciales tras los proyectos 

de reestructuración económica, hacia mediados de los años noventa, los defensores del 

enfoque neoliberal insistieron en la importancia de una segunda etapa de cambios 

estructurales que complementara las del Acuerdo de Washington inicial (Naim, 2000). En 

esta fase, se contempla la modificación de la legislación  laboral (Uprimny & Rodriguez, 

2003). 

Considerando lo señalado anteriormente, en Colombia, la  judicialización de la medida 

neoliberal en relación con el patrimonio se intensificó en la segunda asamblea de 1990, 

durante la administración de Cesar Gaviria, la mayoría de las transformaciones fueron 

ratificadas en ese año y, a principios de 1991, recibieron la aprobación presidencial (Estrada, 

2004). Bajo el liderazgo de Gaviria, se impulsó el eslogan "Apertura económica y 

modernización del Estado", cuyo objetivo general era desinvertir las empresas estatales, 

vincular la economía al mercado global y eliminar las restricciones intervencionistas que 

dificultaban la libre operación del mercado (Jiménez, 2003). Gracias a estas modificaciones, 

se progresó considerablemente en dirección a lo que se conoce como desregulación 

económica y se establecieron los fundamentos para la reestructuración neoliberal del Estado, 

lo cual benefició la consolidación de un enfoque teórico y político-económico que apoyaba 

la participación de extensos sectores de élites dominantes interesadas en las nuevas 

oportunidades de negocios en el contexto de la globalización capitalista y su integración en 

el emergente sistema de poder en evolución (Estrada, 2004). 



Así, las consecuencias de la apertura económica en el ámbito laboral demuestran que durante 

los años 90 se implementaron cambios en la legislación laboral que disminuyeron de manera 

significativa los beneficios de los empleadosUn caso ilustrativo es la ley 50 de 1990, que no 

solo debilitó la seguridad laboral al permitir la permanencia indefinida de contratos a término 

fijo, sino que también facilitó el despido al suprimir la retroactividad de ciertas prestaciones 

sociales y abolir la posibilidad de reintegro para empleados que acarreaban más de diez años 

en una misma compañía. Adicionalmente, se extendió la opción para que los empleadores 

emplearan las conocidas compañías de servicios temporales (Uprimny R., Las 

transformaciones de la administración de justicia en Colombia, 2001). 

No obstante, se puede afirmar que durante el gobierno de Uribe Vélez (2002-2010), se 

convirtió en el principal promotor de evoluciones laborales y pensionales que flexibilizaron 

el mercado laboral en Colombia, y estas modificaciones circunscribieron la innovación del 

grupo de normas que presidían las correlaciones laborales (Leon, 2000). Un evidente caso de 

esto es la ley 789 de 2002, la cual amplió el horario laboral ordinario desde las 6:00 a.m. 

hasta las 10:00 p.m., disminuyó el porcentaje de pago para los días festivos, y en 

consecuencia, redujo los ingresos salariales y beneficios del trabajador. Igualmente, esta ley 

redujo las cantidades de resarcimiento por destituciones injustificados y compensaciones 

demoradas establecidas en la ley 50 de 1990. 

Un ejemplo adicional se evidencia en la ley 793 de 2003, una modificación al sistema de 

pensiones que incrementó considerablemente la edad y las semanas cotizadas requeridas para 

obtener la jubilación, disminuyendo, de este modo, el porcentaje de pensiones para el 

régimen de prima media, entre otros aspectos (Cerquera, 2018). 



No obstante, pese a esta inclinación hacia la adaptabilidad, la Constitución también tuvo la 

inclinación de consagrar en su texto muchos de los principios que protegen el derecho laboral 

tradicional, los cuales previamente eran rechazados por la legislación común. En el contexto 

grupal, la Constitución salvaguarda el derecho de afiliación sindical y expande las 

oportunidades de negociación colectiva y huelga. En el ámbito personal, la Carta Magna 

establece directrices fundamentales para proteger al empleado, tales como la prioridad de la 

realidad sobre las formalidades, el salario variable, el principio de preferencia y la 

salvaguarda a la continuidad laboral.  De esta forma, mientras se ejecuta una ofensiva jurídica 

en contra de las regulaciones que protegen el derecho laboral tradicional, también se ha 

producido una significativa incorporación constitucional de las principales salvaguardas 

laborales (Uprimny R., 2001). 

Ahora bien, este apartado ha permitido analizar y contrastar dos enfoques fundamentales en 

el contexto colombiano: el Estado social de derecho, con su enfoque en la dignidad, igualdad 

y bienestar colectivo, y el modelo económico neoliberal, caracterizado por su énfasis en la 

libertad negativa, reduciendo la intervención estatal para favorecer la individualidad, la 

propiedad privada y el fomento del mercado. Además, se ha analizado cómo las políticas 

neoliberales del Consenso de Washington se han aplicado en el Estado Colombiano, 

incluyendo la adaptabilidad de la normativa laboral. 

Al explorar el principio de estabilidad laboral, se ha llegado a la conclusión de que este posee 

una doble connotación, ya que no solo es considerado un derecho social, sino además un 

valor esencial del empleo. Sin embargo, se ha observado que la salvaguarda de la 

permanencia laboral ha experimentado un declive progresivo debido a las transformaciones 

de la normatividad del trabajo, orientadas hacia la flexibilización, lo que ha resultado en una 



mayor prioridad otorgada a el consenso de los intervinientes en las relaciones laborales y en 

la reducción de los montos de indemnización por despido injustificado. 

Por otro lado, se destaca el papel relevante que ha adelantado la Corte Constitucional en el 

amparo del principio de estabilidad laboral, especialmente al salvaguardar los derechos 

laborales de ciertos grupos de empleados que enfrentan situaciones de vulnerabilidad 

especial. 

En conclusión, esta investigación conduce a meditar acerca de la relevancia de mantener un 

equilibrio entre los objetivos sociales y económicos en la formulación de políticas laborales. 

Aunque la flexibilización puede tener ventajas en términos de competitividad y adaptabilidad 

del mercado, es esencial asegurar que las garantías y protecciones esenciales de los 

empleados no se vean erosionados. La promoción de un mercado laboral justo y equitativo 

es clave para el progreso de la sustentabilidad y el bienestar de la comunidad en su conjunto. 

1. El Rol de la Corte Constitucional en la Defensa de la Estabilidad laboral 

Colombia siempre ha demostrado tener notables ambiciones jurídicas, lo cual se ha reflejado 

en las dieciséis Cartas Magnas que ha adoptado a lo largo de su historia. Aun con los 

progresos y cambios en el escenario  legal, como la creación en 1910 de la acción pública de 

inconstitucionalidad que habilitó a los asociados a cuestionar leyes ante la Corte Suprema de 

Justicia si consideraban que eran inversas a la Constitución, y a veces,   estas constituciones 

no estaban en consonancia con la situación financiera y social actual de la nación. 

La Constitución de 1991, por ejemplo, aunque cuenta con un extenso catálogo de derechos, 

no ha resuelto de manera definitiva los problemas sociales que afectan al país desde su 

promulgación. No obstante, esto no significa que no haya generado cambios significativos, 



especialmente a raíz de la formación  de un ente colegiado conocido como la Corte 

Constitucional, que podría compararse con un superhéroe de cómic por su labor en la 

salvaguardia de la Constitución y la evicción del Estado Social de Derecho que esta 

promulga. A pesar de las críticas de otras ramas del poder público, que consideran que la 

Corte Constitucional a veces excede sus funciones, ha sido un actor importante en la 

resolución de problemas jurídicos relacionados con garantías esenciales, sociales, 

económicos y culturales. 

Durante los últimos 25 años desde la promulgación de la Constitución de 1991, la Corte 

Constitucional ha enfrentado numerosos desafíos legales relacionados con garantías 

esenciales, sociales, económicos y culturales, tanto en casos de acciones de tutela como en 

decisiones de constitucionalidad. En acciones de tutela, ha mostrado un enfoque progresista 

y activista para proteger las garantías sociales establecidos en la Constitución. Sin embargo, 

en algunas sentencias de constitucionalidad, también se ha observado que ha respaldado 

proyectos legislativos que parecen más enfocados en maximizar políticas neoliberales que en 

proteger los derechos sociales (Cerquera, 2018). 

Ahora bien, es esencial evaluar el nivel de protección que se brinda a la estabilidad laboral, 

por lo que se clasificó en tres categorías según la caracterización realizada por la doctrina y 

la Corte Constitucional en la Sentencia SU-250 de 1998: 

1. Elevado nivel de amparo: Fija restricciones rigurosas para la validez legal del despido, 

como la exigencia de obtener autorización del ministerio de trabajo. Además, aboga por la 

concepción de una estabilidad laboral fortalecida, lo que supone que procede la acción de 

reincorporación cuando se declara inválida la finalización del contrato laboral. 



2. Defensa moderada: Establece ciertas restricciones para la procedencia del despido, como 

la condición de que las razones que dieron origen al contrato hayan desaparecido o que el 

trabajador cometa una causa objetiva o justificada para poner fin al vínculo. Asimismo, se 

aprueba el pago de una compensación regulada por daños, y solo en situaciones muy 

particulares se permite la acción de reincorporación. 

3. Escaso nivel de resguardo: No asigna restricciones al despido y evidencia la reducción de 

las garantías laborales. Preserva la idea de una permanencia laboral efímera, en la que el 

empleador tiene una alta discrecionalidad para despedir al trabajador sin derecho a 

indemnización. 

Es importante señalar que, para llevar a cabo este estudio jurisprudencial según la 

metodología de Courtis (2006), se seleccionaron previamente un conjunto de decisiones 

judiciales relevantes sobre el tema analizado. Luego, se describieron algunas de estas 

decisiones que resultaron significativas para el tema en cuestión. A partir de ello, se 

extrajeron los ideales primordiales, como la "ratio decidendi", que no únicamente  permite 

realizar un examen legal de la jurisprudencia, sino que también otorga precio sistemático al 

antecedente, lo que ayuda a responder la dificultad legal planteado en esta indagación. 

A continuación, se llevará a cabo una breve revisión de la jurisprudencia relacionada con 

diversos sectores laborales, con el objetivo de determinar la dirección que ha seguido la 

jurisprudencia colombiana respecto a la defensa de la garantía a un empleo con dignidad. 

El derecho al trabajo digno es un pilar fundamental en cualquier sociedad que busca asegurar 

el bienestar de sus ciudadanos. En Colombia, este derecho está plasmado en la Carta Magna, 

particularmente en el artículo 25, donde se determina que "el trabajo es un derecho y una 



responsabilidad social". Esto implica que todas las personas tienen el derecho de obtener un 

empleo digno y que la sociedad y el Estado tienen la obligación de asegurar las condiciones 

requeridas para su materialización. 

Para conseguir esta protección del derecho al trabajo digno, la jurisprudencia colombiana ha 

desempeñado un papel fundamental en la exégesis y ejercicio de las disposiciones laborales. 

A través de sus decisiones, la Corte Suprema de Justicia y la Corte Constitucional han 

instituido estándares y criterios que buscan salvaguardar las garantíaslaborales de los 

empleados en diversos sectores. 

Entre los sectores laborales que han sido objeto de análisis jurisprudencial se encuentran el 

sector público y el privado, así como sectores específicos como el de los trabajadores 

informales, los empleados del servicio doméstico, los trabajadores agrarios y muchos otros. 

En cada caso, la jurisprudencia ha analizado las particularidades y retos de cada sector, con 

el propósito de asegurar el acatamiento de las garantías laborales y la accesibilidad a un 

trabajo digno para todos los trabajadores, sin discriminación ni exclusión. 

Asimismo, la jurisprudencia ha abordado temas cruciales como la protección contra el 

despido injustificado, el acceso a salarios justos y prestaciones sociales, el derecho a la 

seguridad social, la justicia de género en el contexto laboral, la protección de las garantías de 

los trabajadores migrantes y muchas otras cuestiones fundamentales para asegurar el trabajo 

digno y decente para todos. 

Es importante destacar que la jurisprudencia no solo se ha limitado a la defensa de las 

garantías de los empleados, sino que también ha jugado un papel relevante en la promoción 

de la formalización laboral, la prevención de la explotación laboral, la erradicación del 



trabajo infantil y otras formas de trabajo forzado, y la promoción de circunstancias de trabajo 

justas y equitativas para todos los empleados. 

1.1. La Estabilidad Laboral Reforzada de la Mujer Embarazada. 

En el marco jurídico colombiano, las mujeres embarazadas tienen con una sólida protección 

en términos de permanencia laboral. El despido injustificado de mujeres embarazadas ha sido 

reconocido como una manifestación clara de discriminación de género debido a los posibles 

costos o molestias que esto pueda generar para las compañías. Por ende, diversos dispositivos 

supranacionales, constitucionales y legales han establecido la importancia de brindar una 

protección reforzada a la permanencia laboral de las mujeres en embarazo (Sentencia SU-

250, 1998). 

La normativa internacional, constitucional y legal respalda esta protección especial para las 

mujeres embarazadas. En el art.  53 constitucional se establece la necesidad de proteger a la 

mujer y a la maternidad. Además, la Declaración Universal de Derechos Humanos y demás 

convenios supranacionales determina la garantía al cuidados y asistencia especiales para la 

maternidad y la infancia. Estos instrumentos también exigen una protección especial para las 

madres en un término adecuado previo y posterior del parto. 

La Corte Constitucional ha avanzado un sólido antecedente que garantiza la conservación del 

empleo para las mujeres embarazadas, considerando sus capacidades laborales. Esto ha 

permitido que las mujeres embarazadas gocen de una permanencia laboral imperiosa. 

Ahora, se procederá  a efectuar un estudio del antecedente judicial de la Corte Constitucional, 

enfocándonos en las resoluciones pertinentes asociadas al tema objeto de investigación. 

1.1.1. Precedente Jurisprudencial. 



La Corte Constitucional ha sostenido en sus comienzos que la mujer embarazada alcanza una 

salvaguarda especial debido a su condición de vulnerabilidad. Cualquier acción en su contra 

afecta diversas esferas de derechos, como los laborales, los de seguridad social y los 

biológicos y psicológicos. Esta protección es un deber constitucional y garantiza ciertos 

derechos fundamentales, como la autonomía para determinar la cantidad de hijos, la ausencia 

de discriminación por motivo de gestación, el acceso a beneficios y asistencias sociales 

durante el embarazo, el sustento mínimo durante y después de la gestación, y la salvaguardia 

integra de la familia (Sentencia T-373, 1998). 

El sustento constitucional de esta salvaguardia radica en el artículo 43 de la Constitución, el 

cual determina la obligación del Estado de proporcionar atención y amparo especial a la 

mujer durante el embarazo y después del parto, incluyendo una ayuda alimentaria en caso de 

desempleo o desamparo. Esto implica dos obligaciones: la protección especial del Estado 

para las mujeres embarazadas y lactantes sin distinción, y el deber prestacional de conceder 

una contribución en caso de desempleo (Sentencia SU-070, 2013). 

En primer lugar, esta protección es una obligación general y objetiva a cargo del Estado, 

aplicable no solo a las mujeres en relación laboral, sino a todas las mujeres en general. En 

segundo lugar, se busca evitar la discriminación laboral por motivos de embarazo o lactancia, 

lo que comúnmente se conoce como fuero de maternidad. Este fundamento persigue evitar 

despidos o terminaciones de contrato por razón del embarazo o la lactancia. 

Un tercer cimiento se basa en la salvaguarda de la vida como valor fundante del ordenamiento 

constitucional, según se establece en el Preámbulo y los arts. 11 y 44 de la Constitución. La 

vida es un bien jurídico de máxima relevancia, y por tanto, las mujeres embarazadas son 



protegidas preferencialmente como gestadoras de este derecho fundamental (Cerquera, 

2018). 

En este sentido, la salvaguardia particular de la mujer en estado de embarazo no sería integral 

si no se ampliara para incluir la protección de la maternidad, es decir, la seguridad y defensa 

de la mujer después de dar a luz y completar el período de gestación. Este mandato guarda 

estrecha relación con los contenidos constitucionales se persigue que la mujer pueda brindar 

el cuidado requerido a sus hijos sin experimentar discriminación en otros aspectos de la vida 

social, como el contexto  laboral, con el fin de asegurar el bienestar y la nutrición adecuada 

de los recién nacidos, en aras del bienestar de los niños y la familia. 

La jurisprudencia ha establecido requisitos para proteger el fuero de maternidad y la 

estabilidad laboral de mujeres embarazadas. Estos incluyen: que el despido ocurra durante el 

embarazo o en los tres meses posteriores al parto, que el empleador tenga conocimiento o 

deba tener conocimiento del estado de la trabajadora, que el despido sea por causa o motivo 

del embarazo, que no haya autorización del inspector del trabajo o resolución justificada en 

el caso de empleadas públicas, y que el despido amenace la subsistencia básica de la gestante 

o del que está por nacer. 

Posteriormente, la jurisprudencia ha evolucionado para eliminar la rigidez en la 

interpretación del requisito de comunicación al empleador sobre el embarazo. Ahora, es 

necesario que el despido ocurra durante la duración del contrato para asegurar el 

reconocimiento y desembolso de todas las prestaciones relacionadas con el fuero de 

maternidad. 



Para lograr una salvaguarda más amplia y coherente, la Corte Constitucional unificó la 

jurisprudencia mediante el fallo SU-070 de 2013. Esta sentencia establece que para aplicar 

el fuero de maternidad y asegurar el amparo reforzado de la maternidad, es necesario cumplir 

dos presupuestos esenciales: la coexistencia de una correlación de trabajo o de prestación y 

que la mujer esté embarazada o dentro de los tres meses posteriores al parto durante el vigor 

de dicha correlación de trabajo o servicios prestados.  

Además, la sentencia C-005 de 2017 declaró exequible condicionadamente que ningún 

trabajador(a) podrá ser despedido por razones de gravidez  o lactancia. Esta prohibición se 

extiende también a los trabajadores que sean cónyuges, compañeros(as) permanentes o 

parejas de mujeres en período de embarazo o lactancia y dependan económicamente de ellas. 

En conclusión, la jurisprudencia colombiana ha evolucionado para proteger de manera más 

efectiva y amplia los derechos de las mujeres embarazadas y en período de lactancia, 

garantizando su permanencia laboral y asegurando una protección integral de la maternidad. 

Esto ha permitido avanzar hacia una mayor ecuanimidad de género en el contexto  laboral y 

una protección más sólida de las garantías esenciales de las mujeres empleadas. 

1.2.  Jurisprudencia sobre la garantía de estabilidad laboral inadecuada de los 

empleados y trabajadores en Colombia en las decisiones de la Corte 

Constitucional. 

El precedente jurisprudencial de la carrera administrativa y la permanencia laboral ha sido 

establecido en el art. 27 de la Ley 909 de 2004, que la carrera administrativa se puede definir 

como un mecanismo técnico para la gestión del personal en instituciones públicas. Su 

propósito es asegurar la estabilidad y el derecho a la promoción de los empleados, 



garantizando así la excelencia en el servicio público y la eficacia de la administración, 

basándose en el mérito y las capacidades de los aspirantes. 

Según la sentencia C-288 de 2014, la carrera administrativa es un principio del Estado Social 

de Derecho con múltiples propósitos, como cumplir la función administrativa al servicio del 

interés general, proteger el derecho a la igualdad, garantizar la accesibilidad al desempeño 

de funciones públicas y sostener los valores  nimios de la correlación de trabajo. 

Uno de los principios fundamentales en la carrera administrativa es la permanencia laboral, 

que se analiza en el antecedente jurisprudencial de la Corte Constitucional. Se busca 

determinar el nivel de resguardo brindado por el Tribunal Constitucional a los disímiles 

colectivos de empleados y trabajadores que no cuentan con amparo especial de la 

constitución (Cerquera, 2018). 

De otro lado, el antecedente jurisprudencial en cuanto a la permanencia laboral de los 

empleados públicos que participan en la carrera administrativa del Estado es claro y establece 

un gran grado de resguardo para ellos. Según la sentencia C-588 de 2009, el ingreso, ascenso 

y retiro de estos empleados se rige por el mérito y las calificaciones, y solamente pueden ser 

desvinculados de sus puestos por motivos justificados relacionadas con el desempeño o la 

disciplina laboral. 

La sentencia C-479 de 1992 fundadora del precedente, establece que la permanencia laboral 

es un principio general para los trabajadores públicos, lo que significa que, mientras cumplan 

con las calidades establecidas por la legislación para su ejercicio, no pueden ser despedidos. 

Sin embargo, esto no los hace inamovibles, ya que la estabilidad no impide la supresión de 

cargos por necesidades del servicio público o restricciones económicas. 



Por su parte, la sentencia C-501 de 2005 agrega que, aunque el legislador tiene amplia 

potestad para reglamentar las clases de retiro de empleados de carrera administrativa, estas 

deben estar fundamentadas en motivos válidos, razonables y proporcionales a los objetivos 

que se pretenden alcanzar. 

Ante la eliminación de un puesto de carrera administrativa, el trabajador posee el derecho 

prioritario a ser asignado a un empleo de igual o similar categoría al que fue abolido, o a 

recibir una indemnización si no es posible la incorporación o reincorporación. La 

jurisprudencia establece que este pago de indemnización es un mecanismo justo y equitativo 

para resarcir al empleado afectado por la supresión del cargo. 

Por consiguiente, este precedente otorga una protección intermedia a los empleados públicos 

de carrera administrativa, garantizando que solo puedan ser despedidos por justas causas 

constitucionales y legales. Esta protección se enmarca dentro del modelo de Estado Social 

de Derecho y busca salvaguardar las garantías sociales laborales de los trabajadores, sin 

presentar tonos de medidas neoliberales de flexibilización laboral (Cerquera, 2018). 

La situación del empleado público en provisionalidad no brinda la misma protección laboral 

que la que tiene aquel vinculado por concurso de méritos. Sin embargo, la Corte 

Constitucional ha establecido un precedente significativo que protege a estos trabajadores al 

exigir que los actos administrativos de desvinculación estén debidamente motivados. 

En síntesis, el empleado en provisionalidad tiene cierto nivel de estabilidad laboral según lo 

establecido por la Corte Constitucional, y solo puede ser despedido por justa causa, la cual 

debe tener una motivación adecuada. Esto se basa en el principio de estabilidad y en la 



necesidad de proteger el interés público, garantizando el debido proceso y el control efectivo 

a través de la publicidad de los actos administrativos. 

La sentencia T-800 de 1998 fue relevante en este tema, ya que la Corte afirmó que el 

nombramiento en provisión no vuelve el puesto en uno de libre nombramiento y remoción, 

por lo que el empleado no puede ser desvinculado sin justificación. Subsiguientemente, en la 

decisión  SU-250 de 1998, la Corte afirmó que la discrecionalidad no debe confundirse con 

arbitrariedad y que los  actos de terminación del contrato deben estar adecuadamente 

fundamentados. 

De otro lado, la sentencia SU-917 de 2010, la Corte reafirmó la obligación de motivar los 

actos de despido de empleados provisionales y destacó que este tipo de nombramientos son 

transitorios, evitando que se conviertan en una institución permanente. 

En la sentencia T-289 de 2011, la Corte instituyó que los empleados en provisionalidad 

disfrutan de una cierta garantía de continuidad en el empleo y no pueden ser removidos sin 

una justificación adecuada. 

 

Y la sentencia SU-556 de 2014, la Corte detalló los efectos legales para un ente  del Estado 

que desligue a empleados provisional sin una debida motivación, esto comprende el 

restablecimiento laboral y la cancelación de salarios y beneficios no percibidos. 

De este modo, la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha protegido de manera intermedia 

a los empleados públicos provisionales exigiendo una justificación adecuada para su 

desvinculación y garantizando principios fundamentales del Estado social de derecho 

(Cerquera, 2018). 



Respecto a los trabajadores oficiales, la Corte Constitucional ha emitido distintos fallos 

relacionados con la seguridad en el empleo de los trabajadores públicos, abordando asuntos 

como la liquidación periódica de contratos y la observancia del debido proceso para justificar 

una causa justa de despido, entre otros temas. 

En cuanto a la liquidación periódica de contratos, la Corte en la sentencia C-003 de 1998, 

dilucidó que no es necesario obligar a la liquidación semestral de todos los trabajadores 

vinculados, si el carácter  del servicio requiere contratos a término indefinido. Esto se alinea 

con los principios constitucionales de celeridad, economía y eficacia, y promueve la 

estabilidad laboral y el principio de razonabilidad. Por ende, la norma no prohíbe los 

contratos de trabajo a término indefinido si así lo acuerdan las partes. 

En la misma sentencia, se declaró inconstitucional la cláusula de reserva, que permitía a una 

de las partes poner fin al contrato laboral sin expresar el motivo. La Corte consideró, que esto 

era lesivo para el trabajador oficial, ya que la estabilidad laboral debe garantizar una 

indemnización por despido injustificado. 

Otro fallo relevante sobre estabilidad laboral es la sentencia T-546 de 2000, que trató el caso 

de un trabajador oficial despedido por justa causa sin seguir un proceso disciplinario 

adecuado. La Corte estableció, que el empleador debe comunicar claramente al trabajador 

los motivos del despido y no puede alegar hechos distintos en un proceso judicial posterior. 

Este principio busca permitir la defensa del trabajador y evitar despidos injustificados para 

eludir indemnizaciones. 

Ahora, en relación a la estabilidad laboral de los trabajadores oficiales, la Corte en la 

sentencia C-003 de 1998, se interpretó que no es necesario liquidar periódicamente los 



contratos cada seis meses si la naturaleza del servicio requiere contratos a término indefinido. 

También se declaró inconstitucional una cláusula de reserva que permitía despidos sin 

expresar el motivo. 

En la sentencia SU-998 de 2000, se ordenó el reintegro de 220 trabajadores oficiales 

despedidos en un despido colectivo, ya que este amenazaba el derecho de asociación sindical. 

Sin embargo, la sentencia T-748 de 2005 avaló la interpretación que no requería el trámite de 

despido colectivo para trabajadores oficiales, lo que algunos consideran una posición de 

flexibilidad laboral. 

De este modo, este alto tribunal ha protegido la estabilidad laboral de los trabajadores 

oficiales en ciertos aspectos, pero ha adoptado una postura más flexible en relación con los 

despidos colectivos, lo que ha generado críticas en términos de igualdad y justicia social 

(Cerquera, 2018). 

Finalmente, en el caso de los trabajadores privados, la sentencia C-038 de 2004 se considera 

un fallo que favorece políticas neoliberales de flexibilización laboral, reduciendo la 

protección de derechos sociales y la estabilidad laboral. Se demandó la Ley 789 de 2002 por 

vicios de gestión y por discurrir que trató el trabajo como una mercancía. La Corte declaró 

exequibles varios artículos, aunque se disminuyeron compensaciones para destituciones sin 

causa justa. 

De esta manera, este alto tribunal analizó si era constitucionalmente legítimo reducir 

garantías laborales para fomentar el empleo. Se argumentó que la ley podía cambiar 

ordenaciones laborales indeterminadas sin violar el principio de favorabilidad. Se concluyó 



que la ley buscaba colaborar con el empleo y el incremento económico, justificando las 

medidas. 

La sentencia C-038 de 2004 recibió críticas por desmontar evicciones propias del Estado 

social de derecho y avalar políticas de flexibilidad laboral. En otras sentencias, se respaldaron 

tratos diferenciales en indemnizaciones basados en ingresos para proteger a trabajadores 

vulnerables. 

En general, la Corte ha defendido la permanencia laboral a través de distintos enfoques, pero 

la sentencia C-038 de 2004 fue cuestionada por favorecer la flexibilización laboral. 

Por tanto, estas sentencias ilustran claramente la posición  neoliberal de la Corte 

Constitucional respecto,  a cambios en la legislación laboral que afectan a los trabajadores 

del sector privado. Estos trabajadores han sido quienes han tenido que soportar las 

consecuencias de una doble moral en la gestión estatal. Lamentablemente, en estos fallos se 

observa un nivel insuficiente de salvaguarda del principio de estabilidad laboral, 

especialmente cuando se impugnan las leyes laborales (Cerquera, 2018). 

En conclusión, este capítulo examinó dos precedentes relacionados con la estabilidad laboral, 

como un elemento esencial de un trabajo digno: uno referente a mujeres embarazadas y otro 

sobre empleados y trabajadores del sector público y privado sin condiciones especiales. El 

objetivo fue evaluar el nivel de amparo de la permanencia laboral en las sentencias de la 

Corte Constitucional y validar o refutar la hipótesis planteada. 

1. La estabilidad laboral para mujeres embarazadas tiene un amplio nivel de resguardo, 

siempre y cuando informen su estado a los empleadores. En estos casos, el despido es inútil 



y se garantiza el reintegro, lo que refuerza el principio de permanencia laboral fortalecida en 

estas situaciones. 

2. En situaciones en las que el empleador no tiene conocimiento del embarazo de la empleada, 

la salvaguarda es de nivel intermedio, lo que implica algunas prerrogativas, como el 

cumplimiento de las cotizaciones al sistema de seguridad social. 

3. La estabilidad laboral para funcionarios públicos con vinculación a la carrera 

administrativa tiene un amparo intermedio, imponiendo límites a la desvinculación y 

permitiendo el pago de compensación en algunos casos. 

4. Para los funcionarios públicos vinculados en provisionalidad, se mantiene un nivel de 

amparo intermedio proteccionista, exigiendo motivación en los actos administrativos de 

desvinculación. 

5. Los trabajadores con cargos de libre nombramiento y remoción tienen un bajo grado de 

protección, con estabilidad precaria y posibilidad de despido discrecional sin indemnización. 

6. Los trabajadores oficiales tienen una protección intermedia, con permanencia referente 

inoportuna y obligación de pago de compensación tarifada de daños. 

7. En el caso de los despidos con y sin causa justa  de empleados  sin debilidad manifiesta, 

la protección es intermedia, permitiendo la indemnización por un monto mayor, pero sin 

posibilidad de demandar el cumplimiento del contrato. 

8. Los contratos a término fijo gozan de una protección intermedia, con derecho a renovación 

siempre que persistan las causas originales y se cumplan las obligaciones laborales. 



9. La Corte Constitucional presenta una posición neoliberal en reformas laborales para 

empleados privados, lo que afecta el grado de protección de la permanencia laboral cuando 

se cuestionan las normas laborales. 

En general, estas sentencias revelan diferentes niveles de amparo del principio de 

permanencia laboral en distintos escenarios, con algunos casos que resaltan una mayor 

resguardo de las garantías de los empleados, mientras que en otros se evidencia una posición 

más permisiva que favorece la flexibilidad laboral en el sector privado. 

Conclusiones 

La doctrina y la jurisprudencia colombiana respecto al neoliberalismo y el derecho al trabajo 

en condiciones dignas han sido objeto de un constante análisis y debate en la búsqueda de 

una proporción entre la salvaguarda de los derechos laborales y las políticas económicas de 

flexibilización laboral. 

Se ha evidenciado que el neoliberalismo ha tenido un impacto significativo en las reformas 

laborales, enfocándose en la reducción de la defensa laboral y el fomento de la libertad 

contractual entre empleadores y trabajadores. Esta tendencia ha llevado a un debilitamiento 

del principio de permanencia laboral y a la mengua de las indemnizaciones por despido sin 

justa causa, afectando especialmente a los trabajadores más vulnerables. 

La jurisprudencia de la Corte Constitucional ha tenido una función esencial en la protección 

de ciertos grupos de trabajadores, como mujeres embarazadas, individuos en contextos de 

discapacidad, empleados públicos y trabajadores oficiales. Sin embargo, también se han 

presentado posturas que favorecen el neoliberalismo, especialmente en el caso de empleados 



de libre nombramiento y remoción, cuya estabilidad laboral es precaria y sujeta a la 

discrecionalidad del empleador. 

Es claro que existe una tensión entre las políticas neoliberales y la protección del derecho al 

trabajo en situaciones dignas. Si bien la flexibilización laboral puede promover la 

competitividad y la generación de empleo, también puede conducir a la precarización laboral 

y la vulneración de derechos fundamentales. 

En este contexto, es esencial que se encuentre un punto de equilibrio que permita 

compatibilizar las necesidades económicas con la garantía de condiciones laborales justas y 

dignas para todos los trabajadores. La implementación de políticas y normativas que 

promuevan un mercado laboral inclusivo, con protección efectiva frente al despido injusto y 

acceso a condiciones de trabajo adecuadas, es fundamental para salvaguardar el derecho al 

trabajo en circunstancias dignas. 

Además, la promoción del diálogo social entre los actores involucrados, incluyendo 

empleadores, trabajadores y el Estado, es esencial para alcanzar un consenso que favorezcan 

a todas las partes involucradas y aseguren la protección de los derechos laborales en un 

contexto de crecimiento sustentable. 

En última instancia, el reto para Colombia y otros países es encontrar un enfoque integral 

que combine el desarrollo económico con la salvaguarda de las garantías sociales, incluido 

el derecho al trabajo en condiciones dignas. Solo así será contribuir a la construcción de una 

sociedad más igualitaria, equitativa y que respete plenamente los derechos esenciales de 

todos los trabajadores. 



En este sentido, la estabilidad laboral, como elemento esencial del derecho a un trabajo digno, 

tiene una dualidad  de vínculo, ya que representa tanto un derecho social como un principio 

esencial  del trabajo. Se ha observado que la protección de la estabilidad laboral ha 

disminuido progresivamente debido a reformas laborales que han flexibilizado las relaciones 

laborales, dando prioridad a la voluntad de las partes y reduciendo las indemnizaciones por 

despido sin justa causa. 

Sin embargo, la Corte Constitucional ha tenido un rol esencial en garantizar la estabilidad 

laboral de ciertos colectivos de empleados que enfrentan circunstancias de vulnerabilidad, 

tales como mujeres embarazadas, personas con discapacidad y trabajadores sindicalizados, 

entre otros. Se ha establecido que la continuidad en el empleo de las mujeres embarazadas es 

de gran importancia para proteger sus derechos y promover la igualdad de género en el 

ámbito laboral.  

En el evento de empleados públicos con vinculación a la carrera administrativa, se ha logrado 

un resguardo intermedio, estableciendo límites para su desvinculación y permitiendo 

indemnizaciones en ciertos casos. Por otro lado, los empleados de libre nombramiento y 

remoción tienen un amparo muy baja, ya que pueden ser despedidos de manera discrecional 

sin derecho a indemnización. 

Aunque la Corte Constitucional ha mostrado un nivel de amparo intermedio en algunos casos, 

también se han presentado posturas favorables al neoliberalismo en reformas laborales, lo 

que ha debilitado el principio de permanencia laboral, especialmente cuando se cuestionan 

normas laborales. 



En general, las conclusiones revelan que no siempre existe un nivel de amparo intermedio en 

los fallos de estabilidad laboral. Depende de la condición especial del trabajador y del tipo 

de vinculación. Se sugiere implementar el Convenio N.º 158 de la OIT para fortalecer el 

principio de estabilidad laboral y promover la defensa de los derechos sociales frente a 

políticas neoliberales. Es importante que se promueva la defensa de los derechos laborales a 

través de movimientos sociales e internacionales que aboguen por la protección de la 

estabilidad laboral y los derechos sociales en general. La elección del camino que favorezca 

los derechos sociales y la estabilidad laboral es esencial para garantizar una sociedad más 

justa y equitativa. 
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